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			PRESENTACIÓN

			El desarrollo que está experimentando la inteligencia artificial está catalizando la transformación digital de las Administraciones Públicas con la que recopilar y analizar datos para funcionar de manera más eficaz y prestar servicios más inclusivos, eficientes, resilientes, sostenibles y centrados en las personas. Si bien este proceso sienta sus bases sobre la administración electrónica, que se ha ido extendiendo en las últimas dos décadas, implica ir más allá para lograr que las Administraciones Públicas puedan gestionar y analizar de manera inteligente los datos, automatizar la toma de decisiones, generar valor e innovar a través del uso intensivo de la tecnología. Por el momento, la transformación digital de las Administraciones Públicas se está impulsando en ausencia de unas normas que de manera específica guíen este proceso y garanticen el respeto de los derechos de las personas y de los principios que guían el buen funcionamiento de las Administraciones Públicas.

			En este contexto, aparece de manera muy oportuna el libro de Javier Miranzo que tengo el placer de prologar y que persigue examinar de manera sistemática cómo el Derecho Administrativo puede y debe dar respuesta a los retos que se están planteando y que irán surgiendo en el futuro fruto del proceso de transformación digital de las Administraciones Públicas y, en particular, del uso de la inteligencia artificial en la actividad administrativa y en la prestación de servicios públicos.

			En particular, el libro de Javier Miranzo aborda con carácter sistemático y exhaustivo tres grandes retos a los que se debe dar respuesta en el proceso de incorporación de la inteligencia artificial en las Administraciones Públicas: en primer lugar, cómo debe fomentarse; en segundo lugar, qué impacto puede ello tener en su propio funcionamiento y en sus relaciones con la ciudadanía; y, por último, cómo se va a llevar a cabo.

			1. EL FOMENTO DEL USO DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

			El primer capítulo empieza con la difícil tarea de definir qué es la inteligencia artificial, una expresión ambigua, cuya descripción se ha venido abordando desde disciplinas distintas para hacer referencia a tecnologías diversas, resultado de evoluciones a diferentes ritmos. En efecto, como se pone de manifiesto en el libro, la coexistencia de diversas tradiciones científicas y técnicas en las que se basa la inteligencia artificial ha dado lugar a diferentes conceptos que se concretan en tecnologías tan distintas como el aprendizaje automático, las redes neurales o el aprendizaje profundo. Pero más allá de la inexistencia de un concepto técnico comúnmente aceptado de inteligencia artificial, como se constata no existe un concepto jurídico de esta tecnología. Esta situación puede generar inseguridad jurídica cuando las Administraciones Públicas quieren incorporar la inteligencia artificial en el desempeño de su actividad. Por ello, debe aplaudirse el esfuerzo del legislador europeo para incorporar en el futuro Reglamento europeo de inteligencia artificial una definición que puede resultar útil para aclarar qué tecnologías deben incluirse y cuáles no bajo este concepto y, a partir de aquí, poder determinar el régimen jurídico aplicable.

			A continuación, el autor se plantea acertadamente identificar los mecanismos para poder fomentar el uso de la inteligencia artificial en las Administraciones Públicas. Para ello, se constata que es necesario generar confianza para lo que las Administraciones Públicas necesitan una regulación que defina el marco jurídico en el que usar la inteligencia artificial.

			Éste es un aspecto fundamental para el que no disponemos aún de normas adecuadas para dar respuesta a los retos y riesgos que se están empezando a generar lo que invita, de partida, a la prudencia. Así lo estamos constatando, por ejemplo, al tiempo de escribir estas páginas a raíz de la curiosidad y admiración generalizada que ha suscitado la aparición de ChatGPT, uno de los primeros ejemplos de robot conversacional basado en inteligencia artificial generativa. Pero también a la vista del intenso debate académico, institucional y social que está generando esta tecnología y, en particular, las llamadas a regular e, incluso, prohibir de manera temporal su uso o su desarrollo. Así lo han hecho miles de personas en una carta abierta encabezada entre otros por relevantes personajes relacionados con el desarrollo de la tecnología o algunas autoridades de protección de datos (como, por ejemplo, el Garante per la Protezione dei Dati Personali) en diversas resoluciones o investigaciones.

			Este debate no es nuevo en relación con el uso de la tecnología ni, en particular, por lo que respecta a la inteligencia artificial como se desprende de las diversas publicaciones aparecidas en los últimos años tanto en nuestro país como más allá de nuestras fronteras que han sido recogidas en la extensa bibliografía utilizada por el autor y que abordan el impacto de la inteligencia artificial en la Administración Pública y el papel del Derecho Administrativo.

			Pero es cierto que a pesar de los numerosos análisis y debates producidos la preocupación por regular la inteligencia artificial no había adquirido hasta momentos relativamente cercanos la relevancia e intensidad que está teniendo ahora.

			Como se recoge en el libro, hasta tiempos muy recientes desde diferentes ámbitos, ha sido habitual reclamar la regulación del diseño y uso de la inteligencia artificial a través de la ética. No obstante, si bien el recurso a la ética puede ser útil para dar una respuesta a cuestiones metajurídicas relacionadas con el uso de la inteligencia artificial (por ejemplo, determinar qué decisiones pueden automatizarse o qué actividades del proceso de automatización deben ser desarrolladas por personas), es evidente que el recurso a la ética no es suficiente para garantizar un desarrollo adecuado de esta tecnología respetuoso con los derechos de las personas y, cuando es utilizada por las Administraciones Públicas, acorde con los principios que rigen su actividad y funcionamiento.

			Más allá de la ética, por el momento, si bien el Artificial Intelligence Index Report 2022 afirma que el número de normas que contienen la expresión inteligencia artificial se ha incrementado de 1 en 2016 a 18 en 2021 y que España junto con el Reino Unido y los Estados Unidos de América son los países que han aprobado más normas relacionadas con la inteligencia artificial en 2021, lo cierto es que a día de hoy no podemos considerar que la inteligencia artificial está suficientemente regulada y debemos buscar respuesta a los riesgos que esta tecnología está generando en las Administraciones Públicas en los principios y normas recogidos en nuestro ordenamiento jurídico tal y como realiza el profesor Miranzo a lo largo del libro.

			Todo apunta a que con la aprobación del Reglamento europeo de inteligencia artificial los Estados miembros tendrán un marco que permita regular el uso de la inteligencia artificial en las Administraciones Públicas. En este sentido, en el libro se da buena cuenta del papel que está ejerciendo la Unión Europea para lograr un marco jurídico adecuado de la inteligencia artificial centrado en el ser humano y que sea fiable y sostenible al tiempo que garantice el respeto de los derechos fundamentales y además sea capaz de dar respuesta a los retos que la evolución de esta tecnología pueda entrañar en un contexto internacional caracterizado por la coexistencia de distintos modelos de desarrollo de la inteligencia artificial basados en principios diversos que se están plasmando en una auténtica carrera geopolítica. A la vista del reciente acuerdo logrado en el seno del Parlamento Europeo es de esperar que el proyecto de reglamento actualmente en tramitación se recoja pronto en el Diario Oficial de la Unión Europea.

			2. LA GARANTÍA DEL USO DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

			El segundo capítulo examina los principales riesgos que puede entrañar la extensión de la inteligencia artificial en la actividad y el funcionamiento de las Administraciones Públicas. En particular, se describe la dificultad de traducir el lenguaje jurídico al lenguaje computacional, la difícil imputación de responsabilidad en los casos de decisiones algorítmicas, las discriminaciones que pueden derivarse del uso de la inteligencia artificial en la toma de decisiones, la opacidad que puede generar el uso de la inteligencia artificial en sus distintas dimensiones o el impacto negativo que puede entrañar el uso de la inteligencia artificial en la protección de datos personales. A lo largo del capítulo, se exponen sus principales causas y se proponen distintas maneras de abordarlos, prevenirlos, gestionarlos y solucionarlos.

			La existencia de estos riesgos lleva al autor a reconocer la necesidad de adoptar las medidas necesarias para evitarlos o minimizar las consecuencias que pueden generar a la Administración Pública o a la ciudadanía. En esta dirección, entre otros aspectos relevantes, en el libro se examina cómo se debe llevar a cabo la toma de decisiones sobre el diseño del sistema de inteligencia artificial, se analiza la naturaleza del acto administrativo de aplicación y se explora cuál es el papel del algoritmo en la decisión como elemento determinante.

			Como se desprende de la lectura del segundo capítulo, uno de los aspectos más difíciles de abordar con relación al uso de la inteligencia artificial en las Administraciones Públicas es el relativo al grado de automatización y, en paralelo, la posible y necesaria supervisión humana. Al respecto de esta cuestión cabe advertir que la decisión de usar esta tecnología debe basarse en la certeza de que su uso supone una mejora significativa de la eficacia y la calidad de las decisiones administrativas, que tenga menor coste o impacto en los derechos de las personas y en el funcionamiento de las Administraciones Públicas. Por ello, esta decisión debe fundamentarse en el principio de precaución de manera que se limite o, incluso, se rechace el uso de la inteligencia artificial en las Administraciones Públicas en la medida en que no pueda asegurarse plenamente que no va a causar daños o que los riesgos identificados no sean asumibles. Pero, a medida que vayan evolucionando los algoritmos y que los datos disponibles sean de mayor calidad deberá irse valorando la oportunidad de que la reserva respecto al uso de la inteligencia artificial vaya reduciéndose y, de este modo, la inteligencia artificial pueda ser utilizada por las Administraciones Públicas en la toma de decisiones públicas bien como apoyo a las personas bien, incluso, automatizando la toma de más decisiones.

			En cualquier caso, la automatización del ejercicio de las potestades públicas no debe ser obstáculo para garantizar la supervisión humana mediante la que se puedan aportar elementos al proceso de decisión respecto a los que los algoritmos aún no son suficientemente robustos (desde una capacidad real de entender, razonar o ponderar hasta la empatía y compasión o el sentido común que, como se expone en el libro, algunos autores han identificado como elementos que deben concurrir en las decisiones de las Administraciones Públicas) por lo que no se puede garantizar la fiabilidad de las decisiones adoptadas.

			En cualquier caso, la decisión sobre cómo y hasta dónde automatizar la Administración Pública a través de la inteligencia artificial no debe dejarse en exclusiva en manos de aquellos que diseñan o adaptan los algoritmos ni tampoco las Administraciones Públicas deben externalizarla. Esta decisión debe ser fruto de un proceso de análisis sobre los aspectos que se acaban de indicar y debe ser adoptada democráticamente por toda la sociedad, garantizando la participación ciudadana en las distintas fases del ciclo de vida del algoritmo y enmarcando legalmente dicho proceso para asegurar la fiabilidad de los algoritmos, es decir, su licitud, su seguridad y su capacidad para obtener decisiones públicas de calidad.

			3. LA INCORPORACIÓN DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

			El proceso de incorporación de la inteligencia artificial difícilmente puede ser realizado por cada Administración Pública de manera autónoma por el gran volumen de recursos necesarios. No sólo son necesarios complejos algoritmos, datos de calidad o capacidad de computación, sino también personas que puedan liderar el proceso e implementarlo.

			Precisamente, en el tercer capítulo, Javier Miranzo examina cómo las Administraciones Públicas pueden incorporar la inteligencia artificial a su actividad.

			Esta incorporación debe realizarse con las cautelas necesarias para evitar la dependencia tecnológica de las Administraciones Públicas. En relación con esta cuestión, tal y como exhortaban numerosos gobiernos locales europeos en la Declaración sobre aunar esfuerzos para impulsar una transformación digital sostenible en las ciudades y comunidades de la UE, es necesario que las Administraciones Públicas puedan garantizar su soberanía tecnológica al tiempo que, como hace el autor, debe explorarse hasta qué punto el uso por las Administraciones Públicas de la inteligencia artificial desarrollada por empresas privadas puede implicar la participación privada la toma de decisiones administrativas lo que puede chocar con diversos preceptos de nuestro ordenamiento jurídico.

			Más allá de reconocer los sólidos argumentos expuestos en el libro —no me corresponde en este prólogo avanzarlos invitando al lector a leerlos posteriormente— sí me permito llamar nuevamente la atención sobre la necesidad de abordar una regulación del uso de la inteligencia artificial en las Administraciones Públicas en la medida en que las regulaciones vigentes no responden a los retos que genera el desarrollo actual de la tecnología.

			Asimismo, resulta sumamente importante analizar las diversas fórmulas que incorpora la legislación vigente para fomentar la innovación en las Administraciones Públicas a través de la colaboración de las empresas y centros de investigación en el proceso de incorporación de la inteligencia artificial. A ello dedica Javier Miranzo oportunamente su atención en el tercer capítulo constatando cómo la contratación desempeña un papel fundamental al tiempo que constituye una puerta de entrada para los prestadores privados de servicios de inteligencia artificial y en el impulso de esta tecnología.

			Además, es necesario que las Administraciones Públicas garanticen que la contratación pública permite incorporar una inteligencia artificial que cumpla con los estándares, no sólo éticos, sino especialmente jurídicos, que permitan garantizar su fiabilidad. Como observa Javier Miranzo, así ya lo han empezado a hacer distintas Administraciones Públicas, por ejemplo, con la publicación de Guía para la contratación de inteligencia artificial impulsada por el World Economic Forum. Otras, como el Ayuntamiento de Barcelona lo harán en breve con la aprobación de unas cláusulas de contratación estándares para la compra de sistemas algorítmicos en el marco del protocolo para la definición de metodologías de trabajo y protocolos para la implementación de sistemas algorítmicos aprobado en diciembre de 2022.

			Sin embargo, como también se analiza el libro, más allá de la adquisición de los algoritmos de las empresas a través de la contratación, las Administraciones Públicas deben avanzar en el proceso de transformación digital a través de la cooperación interadministrativa para lo que la reutilización de algoritmos ha de resultar un instrumento eficaz como ya lo ha sido en el proceso de desarrollo de la administración electrónica que han permitido que las Administraciones Públicas, especialmente aquellas que disponen de menos recursos —técnicos, económicos, organizativos—, hayan podido incorporar las los medios electrónicos en su funcionamiento.

			* * *

			Todas estas cuestiones son analizadas detalladamente por Javier Miranzo a lo largo de este magnífico libro que constituye uno de los primeros trabajos que abordan de manera rigurosa, sistemática y completa el impacto de la inteligencia artificial en las Administraciones Públicas que auguro será de gran utilidad para conocer que puede aportar la inteligencia artificial a las Administraciones Públicas y para avanzar en el proceso de regulación del uso de la inteligencia artificial en las Administraciones Públicas.

			Un trabajo cuya calidad viene avalada por los trabajos previos del autor y que cuenta con el merecido reconocimiento del Instituto Universitario Clavero Arévalo que recientemente le ha concedido el Premio Internacional de Investigación.

			Por último, no puedo finalizar estas páginas, sin agradecer públicamente la amabilidad mostrada por el profesor Miranzo al solicitarme que escribiese el prólogo de este libro. Nuestras trayectorias investigadoras han compartido intereses desde hace tiempo alrededor de distintos temas como la integridad en la contratación pública o el uso de la inteligencia artificial en las Administraciones Públicas. Además, durante dos años hemos tenido la oportunidad de trabajar juntos en la Universitat Oberta de Catalunya en una etapa que, aunque estuvo marcada por la pandemia de la COVID-19, fue muy fructífera concretándose en numerosos proyectos y resultados en los que pudimos colaborar.

			AGUSTÍ CERRILLO I MARTÍNEZ

			Catedrático de Derecho Administrativo, UOC

		

	
		
			
			PRÓLOGO

			El libro que tengo el honor de prologar mereció por unanimidad el Premio Clavero Arévalo de Investigación en su edición de 2023. Participé en el Jurado que lo concedió y, por supuesto, es un honor poder escribir el presente prólogo, tarea que hago con mucho gusto pues conozco sobradamente al Doctor Javier Miranzo, colaborador del insigne colega y amigo Profesor José Antonio Moreno Molina.

			La monografía trata de un tema de palpitante y rabiosa actualidad que el especialista en Derecho Administrativo no puede ni debe rehuir planteando con profundidad, como es el caso, la funcionalidad de la Inteligencia Artificial para esta rama del Derecho Público. La lectura del libro suscita muchas preguntas e interrogantes acerca de la inserción de las nuevas tecnologías en los valores y principios del Estado de Derecho.

			En efecto, hoy, en un mundo dominado por las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación, con una creciente presencia de la inteligencia artificial, es fundamental que el Derecho Administrativo, como Derecho del Poder público para la libertad solidaria de los ciudadanos, nos ayude a comprender esta nueva realidad en el marco de los Tratados Internacionales de Derechos humanos, de las Constituciones, de los Principios Generales del Derecho y de las Leyes. Para ello, la dimensión instrumental de las nuevas tecnologías debe estar cada vez más clara para que estas herramientas provenientes del desarrollo científico sean dignas de la condición humana y, en el ámbito público, se conviertan en eficaces medios para realizar políticas públicas que cada vez sean más respetuosas con los derechos fundamentales de las personas. Porque las nuevas tecnologías existen y tienen sentido para que los ciudadanos controlemos más y mejor a los Poderes públicos y privados y no que estos Poderes controlen más y mejor a las personas.

			Hoy, como consecuencia de los avances científicos, aparece ante todos nosotros, fruto del auge de las nuevas tecnologías, una nueva Administración Pública más transparente, más participativa y cercana a una nueva ciudadanía digital, con nuevas preocupaciones y exigencias. Una Administración que, además, debe estar más centrada en la dignidad humana y en los derechos fundamentales de ella dimanantes. Por eso, en este tiempo, en el presente, tenemos que pensar en qué consiste la denominada buena e-Administración y cuáles son los impactos de los avances tecnológicos sobre un aparato público que sirve, que debe servir objetivamente al interés general, que debe proteger, defender y promover los derechos humanos.

			En este sentido, el moderno Derecho Administrativo, siempre orientado a la defensa, protección y promoción de la dignidad humana, debe hacer frente a las nuevas demandas de una sociedad digital que reclama nuevas prestaciones y nuevos servicios brindados a través de nuevas plataformas digitales con mayor participación ciudadana. Plataformas y estructuras digitales que, poco a poco, reemplazarán por completo los trámites, los procedimientos y las gestiones habituales o tradicionales que se realizaban al interior de una Administración Pública que exigía para todo la presencialidad de los ciudadanos. Sin embargo, tal pretensión de plena virtualidad no debe desconocer el derecho de cada ciudadano a relacionarse con la Administración por medios electrónicos o presencialmente.

			Las fortalezas y debilidades de los desarrollos informáticos y telemáticos en la construcción de la Administración Electrónica están hoy a la vista de todos y reclaman a los distintos países soluciones para enfrentar los problemas y desafíos de este tiempo de excepcionalidad. Ciertamente, a pesar de las inversiones realizadas en los últimos años para modernizar las Administraciones Públicas, la pandemia ha puesto al descubierto un modelo que no ha funcionado como debería pues la suspensión generalizada de los plazos de los procedimientos no es, desde luego, una respuesta satisfactoria para reaccionar administrativamente ante una pandemia como la actual.

			Cuanto más fortaleza y mejor construcción tecnológica presente la Administración electrónica en cada país, mejor posicionado estará para enfrentar las situaciones complejas que la pandemia trae consigo. Pero tales emprendimientos tecnológicos habrán de hacerse sin perder de vista en ningún momento que las tecnologías están al servicio de la dignidad humana, no al revés como desde algunas terminales mediáticas se intenta transmitir a una sociedad inerme, indefensa, sin recursos morales frente a la colosal maquinaria de manipulación que se ha puesto en marcha precisamente en este tiempo. Se ha trabajado mucho la dimensión interna de las nuevas tecnologías, pero todavía no son un instrumento real en manos de la ciudadanía para controlar el ejercicio del poder y participar activamente en la definición y evaluación de tantas políticas públicas que afectan a las condiciones de vida de los ciudadanos. Si no partimos de este aserto, estaremos dando palos de ciego y trabajando para un mundo en que, a través de estas nuevas tecnologías, que se convierten en la principal herramienta de la manipulación y del control social, se secuestre a una sociedad impotente y sin coraje ético para resistir.

			El Derecho Administrativo, bien lo sabemos, o camina con paso firme sobre el fundamento seguro del Estado de Derecho, o acaba convirtiéndose, así lo acredita el tiempo, hoy especialmente, en longa manus del poder, cualquiera que sea su naturaleza. Por eso, las nuevas tecnologías tienen un potencial relevante en orden a garantizar transparencia, seguridad, trazabilidad, participación. Pero también pueden convertirse, siniestramente manejadas, en instrumentos de arbitrariedad y dominación, sobre todo de los más fuertes sobre los más débiles e indefensos.

			En este sentido, la concepción formal o procedimental del Derecho, de gran prestigio y general aceptación en el Derecho Público, especialmente en el Derecho Administrativo, corre, cuando se entiende al margen de la sustancia, de los valores, un grave peligro. Me refiero a la excesiva ritualización, a la obsesión o idealización del procedimiento, que poco a poco va desnaturalizando el fin al que debe servir: la realización de la justicia. Pues bien, tal tendencia puede combatirse a través de las nuevas tecnologías, siempre que se conviertan, no en fines, sino en medios para la instauración del Estado de Derecho. Para eso, los algoritmos no pueden ser secretos, deben conocerse sus tripas y los efectos de su implementación. Las más variadas expresiones del blockchain y de la inteligencia artificial deben ser usadas de acuerdo con la juridicidad, sirviendo objetivamente al interés general en cada caso y situación en que se empleen.

			Las nuevas tecnologías, por supuesto, deben entenderse y realizarse en el marco constitucional. Un marco, el de la Constitución española de 1978, que plasma de forma magistral una serie de valores y principios a los que debe ajustarse el conjunto del Ordenamiento jurídico. En efecto, en los valores y principios constitucionales reside el espíritu constitucional, el centro de donde procede el dinamismo y las virtualidades de la Constitución. Ese conjunto de valores o de vectores, recogidos tanto en el preámbulo como en el articulado, dan sentido a todo el texto constitucional y deben impregnar el régimen jurídico y el orden social colectivo.

			En el preámbulo constitucional, como es bien sabido, se señalan, en primer lugar, la justicia, la libertad y la seguridad como los tres valores constitucionales más importantes. En la idea de justicia late la convicción de que hay algo debido al hombre, a cada hombre, a cada mujer. Por encima de consideraciones sociológicas o históricas, más allá de valoraciones económicas o de utilidad, el hombre, el ciudadano, cada vecino, se yergue ante el Estado, ante cualquier poder, con un carácter absoluto: esta mujer, este hombre, son lo inviolable; el poder, la ley, el Estado democrático, se derrumbarían si la dignidad de la persona no fuere respetada. No puede ser, de ninguna manera, que una concepción mesiánica y finalista de las nuevas tecnologías acaben por doblegar al ser humano ante el imperio de la tecnología. Algo que podría ocurrir, si permitiéramos que las máquinas sustituyan a la discreción humana, a la voluntad de los hombres, en la toma de decisiones esenciales para la vida y la libertad de las personas.

			En la preeminencia de la libertad se está expresando la dignidad del hombre, constructor de su propia existencia personal solidaria. Y finalmente, la seguridad, como condición para un orden de justicia y para el desarrollo de la libertad, y que cuando se encuentra en equilibrio dinámico con ellas, produce el fruto apetecido de la paz. Y la seguridad, emblema de la tecnología, o está al servicio de la dignidad humana, o acaba erigiéndose en el gran hermano, en los grandes hermanos que hoy disponen de un colosal poder para instaurar un régimen de control y manipulación social sin precedentes.

			El segundo de los principios señalados en el preámbulo constitucional, siguiendo una vieja tradición del primer constitucionalismo del siglo XIX —una tradición cargada de profundo significado—, es el principio de legalidad o juridicidad. Mejor principio de juridicidad porque el poder público se somete a la Ley, y al Derecho.

			En virtud del principio de juridicidad, el Estado de Derecho sustituye definitivamente a un modo arbitrario de entender el poder. El ejercicio de los poderes públicos debe realizarse en el marco de las leyes y del Derecho. Todos, ciudadanos y poderes públicos, están sujetos —así lo explicita el artículo 9 de la Carta Magna— a la Constitución y al resto del Ordenamiento jurídico. Por eso, el imperio de la Ley supone la lealtad constitucional e institucional, concepto central del Estado de Derecho que hoy también debemos recordar. El principio de juridicidad tiene una profunda significación porque desde la llegada del Estado de Derecho el poder público, y por ello la Administración Pública, han de caminar en el marco de la ley y del Derecho, de forma y manera que la subjetividad reinante en el Antiguo Régimen se sustituye ahora por la objetividad y racionalidad desde las que la ley y el reglamento operan para el mejor servicio a los intereses generales. Sin embargo, hoy sabemos que muchos espacios de las nuevas tecnologías campan a sus anchas sin que el Ordenamiento sea capaz de regularlos. Nos referimos a los algoritmos y a un sinfín de elementos técnicos que pretenden estar por encima, sobrepasar los límites de la ley y el Derecho con el fin de instaurar una dictadura tecnológica que hoy ya tiene antecedentes verdaderamente preocupantes.

			En la lógica del uso alternativo del poder a través del uso alternativo de la tecnología, quien manda, a través de la unilateralidad del funcionalismo tecnológico, sin importar su contenido o su adecuación a los valores del Estado de Derecho, se impone frente a cualquier embate procedente de la dinámica de los valores. Quien tiene el poder en cada momento, salvo que esté convencido del sentido democrático del ejercicio de las potestades, cada vez más olvidado, puede imponer una determinada estrategia, la realización de determinados intereses, o tal o cual ideología, a través de la fuerza de la tecnología.

			En este ambiente de exaltación de la técnica en detrimento de los valores, encontramos algunas prácticas que también en el presente hacen acto de presencia con inusitada intensidad. La sobre regulación o re-regulación en la que se exige una obediencia inquebrantable ante el dios de la tecnología, a quien tantos mediocres se doblegan como si fuera la nueva justicia, la nueva versión de lo justo y equitativo. Y no digamos la constante obsesión de la tecnoestructura administrativa por convertir en esencial lo adjetivo y en accidental lo que es sustancial. Tales prácticas se producen cuando lo tecno estructural prima sobre lo jurídico, cuando la técnica, el funcionalismo, acorrala a la realización de la justicia, que se convierte en algo instrumental, siendo lo fundamental y central.

			El poderío de la tecnoestructura en el ámbito político-administrativo es hoy formidable. Los expertos en el manejo del interés general estático y artificial, que se expresa exclusivamente a través de la tecnología, despreciando incluso la presencialidad y el trato personal entre administradores y ciudadanos, han conseguido, gracias a su obsesión por el mando y la conservación del status quo, manejar los procedimientos administrativos de tal modo que han hecho imprescindibles, aliándose en cada momento con el poder establecido.

			El poder público es, en una acepción clásica, plenamente actual y vigente, el medio que tiene el Estado, los Poderes públicos, para hacer presente el bien de todos. Por tanto, en sí mismo, tiene una clara dimensión relacional y se fundamenta en su función de hacer posibles los presupuestos para el pleno desarrollo. Libre y solidario, del ser humano. Es decir, el poder público se justifica en función de hacer posibles los fines existenciales del hombre, y la tecnología, en este ámbito debe estar inmersa en esta finalidad. Para eso surge y para eso tiene pleno sentido.

			En este sentido, la tecnología en el Estado de Derecho debe ser correa de transmisión de los derechos fundamentales de la persona, individuales y sociales. La tecnología está, por ello, así con todas las letras, al servicio de la protección, defensa y promoción de los derechos fundamentales de la persona, sean individuales, sean sociales. Junto a la juridicidad y a la separación de los poderes, el reconocimiento de los derechos fundamentales de la persona, individuales y sociales, es uno de los fundamentos y principales características del Estado de Derecho y hoy las nuevas tecnologías deben ser medios e instrumentos adecuados para la efectiva realización de los derechos humanos.

			La dignidad del hombre, de la persona, es el canon supremo de interpretación jurídica en un Estado de Derecho y la finalidad a que debe sujetarse la tecnología. Ese individuo —cada varón, cada mujer, en cualquier etapa de su desarrollo— es el portador de la dignidad entera de la humanidad. En efecto, en el hombre concreto, en su dignidad, en su ser personal, encontramos la condición de absoluto, o de referente de cuanto hay, acontece y se produce en el universo.

			El hombre y los derechos del hombre, que se hacen reales en cada hombre, en cada mujer, son para la clave del arco que queremos construir, pero de verdad, pues la construcción de este tiempo ha sido meramente formal, tecnológico procedimental, sin vida, sin alma, y ahí están las consecuencias, a la vista de todos. La dignidad personal del hombre, el respeto que se le debe y las exigencias de desarrollo que conlleva constituyen la piedra angular de toda construcción civil y política y el referente seguro e ineludible de todo empeño de progreso humano y social.

			El Derecho Administrativo es, ante todo, Derecho y, por ello, entraña límites y contrapesos frente a un poder que tiende, ahí está la historia para constatarlo, a la infinitud y escapar de cualquier control. Entonces, si el Derecho molesta o es un obstáculo para la realización de los objetivos del poder, lo que hay que hacer es desprestigiarlo hasta que no haya más remedio que implantar, a través del dominio de la forma, una suerte de procedimentalismo y procesalismo que no es más que la antesala del totalitarismo. Y de paso, la muerte de los valores y el advenimiento del gran valor, que no es otro que la sublimación de la forma, el primer mandamiento para la instalación en el poder. Y hoy, la tecnología, que no es, que no puede ser neutral, no debería tener más remedio que tomar partido y alistarse en las filas del Estado de Derecho, cosa que por el momento es una quimera, a juzgar por el poderío desplegado en este tiempo, especialmente en este tiempo de pandemia.

			Las transformaciones tecnológicas están determinando un nuevo tipo de sociedad, que abandona a marchas forzadas su carácter postindustrial, para configurarse como una sociedad del conocimiento y de la información. Ahora bien, insisto, esa sociedad del conocimiento y de la información tiene que ser también una sociedad humana, profundamente humana, en la cual resplandezcan los derechos fundamentales y la dignidad de las personas. Es más, donde resplandezcan, fundamentalmente, los derechos fundamentales de los que tienen menos condiciones de salir adelante. Y esta nueva sociedad que está emergiendo poco a poco, ofrece muchas potencialidades para mejorar la vida de los ciudadanos desde las vertientes pública y privada.

			Se habla de la nueva economía, de los nuevos canales comerciales, de la nueva democracia, más directa y más participativa, se habla también de nuevas formas de concebir y ejecutar las políticas públicas. No sé si es demasiado nuevo todo, pero se plantean desafíos y retos relevantes, como la privacidad, la confidencialidad, la desigualdad social; retos que hay que atender y a los que hay que dar respuestas humanas teniendo presente que el pensamiento bipolar e ideologizado sigue presente, más en tiempo de pandemia, en nuestra sociedad, como, por ejemplo, en materia de libertad y seguridad. Parece que, como consecuencia del terrorismo, ahora de la pandemia, se estén limitando las libertades y potenciándose una necesidad, a veces desproporcionada, de seguridad. En el buen gobierno, en la buena administración del presente hay que pensar que los poderes públicos tienen el gran desafío, protegiendo y mejorando la seguridad de las personas, de mejorar las condiciones para el libre desarrollo solidario de los ciudadanos, no vaya a ser que estemos configurando o construyendo una nueva ideología de la seguridad, una nueva ideología que vaya colocando en un segundo plano los derechos y las libertades y en un primer plano, otra vez, la racionalidad técnica, ahora revestida de las bondades de la seguridad y el control. Aquí se impone una visión más complementaria, abierta y dinámica que, de seguro, ha de ser asumida desde el buen gobierno y la buena administración.

			La simplificación que puede representar para la organización la puesta en común de recursos, evitando trámites e informaciones innecesarias y duplicaciones de tareas es clara; es decir, las ventajas de las nuevas tecnologías son evidentes, sobre todo en la perspectiva de recuperar esa vieja idea del pensamiento democrático de que las instituciones son de la propiedad ciudadana. Así, las nuevas tecnologías deben mejorar el acceso de los ciudadanos a la Administración y la comunicación de los ciudadanos con la Administración.

			Sin embargo, debemos tener cuidado, porque la condición humana es la que es, y no sería la primera vez que una revolución de esta naturaleza se queda en mitad del camino prendiendo en ella un cierto pensamiento único. En este sentido, hay que tener en cuenta que para que la Administración on-line tenga sentido, el desarrollo debe ir en paralelo al propio desarrollo tecnológico de la sociedad. Por ello no sólo hay que hacer esfuerzos por implantar la e-Administración, sino que también hay que priorizar la extensión del uso de las nuevas tecnologías en la sociedad, minimizando la brecha social que se puede producir según se use o no la información. Esta realidad, y la adopción de determinadas medidas, como mejorar la seguridad electrónica, garantizar la confidencialidad, son claves para que cobre sentido la Administración en línea. De poco sirve que se pueda prestar el uso del servicio público a través de internet, si este servicio sólo es accesible a un 20 por 100 de la población. Pues con ello, seguramente, estemos aumentando la desigualdad, la fractura tecnológica de la sociedad.

			El camino que hay que recorrer en la Administración Pública consiste en colaborar en la implantación de la cultura de las nuevas tecnologías, haciéndolo de manera progresiva y en compatibilidad con ese temple humanista que siempre tiene que estar presente en la gestión de los problemas en la Administración.

			La nueva cultura debe impregnar la propia organización, los métodos de trabajo, las gestiones administrativas, los procedimientos, la prestación de servicios públicos. Para que esta nueva cultura tecnológica y humana, radicalmente tecnológica y radicalmente humana, penetre verdaderamente es muy importante trabajar en el mundo de la educación y de la formación. Por eso, en una institución como el Instituto Nacional de Administración Pública, es esencial insistir y subrayar la formación de los funcionarios, de los empleados públicos en el manejo de los nuevos instrumentos informáticos de gestión, sin perder de vista algo fundamental, que las nuevas tecnologías no son un fin en sí mismas, que son un medio para conseguir una Administración más humana que facilite el libre ejercicio de los derechos fundamentales de las personas. Pues bien, esta formación debe ser concebida en el sentido más amplio posible, pues hay que tener presente que el conocimiento informático no sólo interesa al gestor de un servicio público, al funcionario de ventanilla, que presta servicios secundarios informáticos.

			Hay que pensar en conocer todas las nuevas técnicas. Es esencial para los órganos que toman las decisiones, es decir, para las diferentes autoridades públicas, pues la cantidad de información que proporcionan es esencial para conocer la realidad, las necesidades ciudadanas y, por tanto, para adoptar rápidamente decisiones pertinentes para satisfacerlas.

			Precisamente esta reflexión sobre la finalidad, y el uso de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, es básica para mejorar la calidad de vida de los ciudadanos, auténtica justificación de la propia existencia de la Administración Pública.

			Todo este conjunto de reflexiones, todo este elenco de consideraciones sobre la sociedad de la información y las nuevas tecnologías nos lleva a una nueva manera de entender el sentido que tiene trabajar en la Administración Pública. Pues bien, para ir terminando este epígrafe, haremos seis consideraciones, seis propuestas, con la ayuda del profesor Alejandro Llano en relación con la sociedad del conocimiento y de la nueva funcionalidad del trabajo en el buen gobierno, en la buena administración.

			Primera, trabajar es aprender. Dirigir es enseñar. Trabajar es aprender porque el aprendizaje es permanente y no se puede deslindar el trabajo del aprendizaje. Y, en el puesto de trabajo, en el trabajo cotidiano aprendemos de la convivencia con los demás colaboradores, colegas, por lo que el que dirige no se puede guardar para sí lo que ha aprendido de otros, sino que generosamente tiene que transmitirlo a sus colaboradores en un camino en el que se hace escuela y se descubren buenos directivos para lo público y para lo privado.

			En segundo lugar, una organización inteligente es una comunidad de investigación y aprendizaje. Permanentemente tenemos que analizar, buscar las causas de lo que sale bien, de lo que sale mal y tomar decisiones. Y a la hora de los diagnósticos, de los análisis, tenemos que contar con toda la organización, con todas las personas que trabajan, que están involucradas en los objetivos y en los resultados.

			En tercer lugar, entender el conocimiento nos lleva a una nueva forma de entender la profesión que tiene mucho que ver con la artesanía, que está vinculada a la elaboración esmerada del producto de trabajo. Tiene que ver con esa minuciosidad, con esa laboriosidad de los artesanos. Y esto lo señalo porque con mucha frecuencia, lo importante es un resultado que hasta se puede manipular o se puede tergiversar. Pues no, lo importante, además del resultado, y sobre el resultado, es el trabajo minucioso, completo y laborioso que se prepara con fines a los resultados.

			En cuarto lugar, estas organizaciones poseen una obvia dimensión ética: transparencia, colaboración. La persona en el centro, en el centro de trabajo, tiene que ser la característica que distinga el trabajo de las nuevas organizaciones de la sociedad del conocimiento. Si la persona es una mercancía de usar y tirar, mal asunto.

			En quinto lugar, una organización inteligente, también debe cultivar una profunda cultura corporativa, y si es una organización pública su talante y su estilo estará al servicio permanente de los intereses generales. Intereses generales entendidos como la garantía de los derechos de las personas.

			Y en sexto lugar, en las organizaciones inteligentes, la investigación y la gestión se identifican. ¿Por qué? Porque el aprendizaje no termina nunca, la formación no termina nunca y gestionar es aprender, y gestionar, como decía antes, es investigar. El buen gobierno, la buena administración, no puede olvidarse de estos criterios tan importantes para intentar conducir con éxito las instituciones en el tiempo que nos ha tocado vivir.

			En el contexto de la sociedad del conocimiento, de la información, de las nuevas tecnologías, de la crisis de las ideologías cerradas, nos encontramos con la llamada crisis de la gobernabilidad, sea pública, sea privada, como consecuencia del exceso de organización y también de lo que se denomina sobrerregulación o re-regulación. Es sorprendente que, en los tiempos actuales, a pesar de ser más conscientes de que las instituciones han de promover las libertades y los derechos, todavía constatemos el enorme peso de la tecnoestructura, de esa burocracia cerrada e insensible que aspira a manejar, a dominar los resortes y el mismo interés general. En este marco se pueden situar muchas de las nuevas teorías de la organización, que lejos de preconizar con claridad la vuelta a los valores humanos, constituyen un expediente, o justificación para un crecimiento incontrolado de las estructuras y de las ambiciones de poder de los nuevos burócratas. Es lo que ha pasado en relación con el Estado de Bienestar, en el cual al final la Administración Pública, el presupuesto, los funcionarios, se han convertido en una justificación para crecer olvidando la necesidad de encontrar fórmulas que faciliten la humanización permanente de la organización.

			Por lo tanto, una de las claves hermenéuticas para conducir el desafío presente reside en abrirse más a las personas y menos a los sistemas y procedimientos. Los protagonistas son las personas, los protagonistas son los ciudadanos concretos y la organización tiene que estar mirando continuamente los problemas, las dificultades, los anhelos, los intereses colectivos de esas personas. Sin embargo, la historia de los fracasos de las reformas administrativas tiene mucho que ver con la historia de la permanente mirada de la organización hacia sí misma, que prefiere la autorreferencialidad, que es el espejo del autismo de unos dirigentes más pendientes del control y la dominación que del compromiso con la calidad de vida de las personas. La buena administración, el buen gobierno, han de realizarse mirando permanentemente a las necesidades colectivas de los ciudadanos desde los parámetros del pensamiento abierto, plural, dinámico y complementario.

			El tiempo que nos ha tocado vivir, quien lo podrá negar, se caracteriza especialmente por una transformación radical y vertiginosa de las formas tradicionales de explorar la realidad, lo cual no quiere decir, ni mucho menos, que la tradición esté muerta. En alguna medida, la realidad actual, nos guste o no, es producto de lo que ha pasado, de lo que hemos heredado de nuestros antecesores y sería una soberana irresponsabilidad, por ejemplo, intentar transformar la realidad desde cero, sin reconocer lo bueno o lo malo que nos han dejado nuestros predecesores. Pero, en cualquier caso, sí que se ha producido una transformación relevante que reclama nuevos enfoques para entender el sentido de la sociedad del conocimiento y la Administración Pública, hoy.

			Por otra parte, frente a los vertiginosos cambios que contemplamos, cada vez va cobrando más importancia el pensamiento abierto, el pensamiento dinámico, el pensamiento plural y el pensamiento complementario o compatible a pesar de la concentración del poder, cualquiera que sea su naturaleza, y el afán de control y manipulación es más real y creciente que nunca.

			En el ámbito de las nuevas tecnologías, en el ámbito de la sociedad de la información, tenemos que ser conscientes de que hay que tender puentes sólidos entre nuevas tecnologías y derechos fundamentales de las personas, no vaya a ser que una apuesta importante en relación con las nuevas tecnologías pudiera abrir más la brecha en lo que se refiere a la calidad en el ejercicio de los derechos fundamentales por todos los ciudadanos. El buen gobierno, la buena administración no puede olvidar que la sociedad del conocimiento ha de mejorar la calidad de la cultura cívica de las personas, pues de lo contrario estaremos desaprovechando una magnífica oportunidad para incidir positivamente en la mejora de las condiciones de vida de los ciudadanos.

			Asimismo, se está produciendo, aunque levemente, y casi sin representación mediática consistente, lo que se ha denominado por algunos la quiebra de la tecnoestructura o la quiebra del tecnosistema del que hablaron en su día Galbraith o Bell. En efecto, la tecnoestructura, que a veces ha aparecido como una alianza sutil entre el Estado, el Mercado y los medios de comunicación, intenta a toda costa erigirse en el supremo intérprete del interés general acompañada de toda una maraña de lenguajes y procedimientos específicos que impiden el acceso de la gente común y corriente al proceloso mundo del espacio público, nunca tan cacareado como cerrado. Por eso, uno de los riesgos, de los desafíos que tiene la sociedad del conocimiento es que los intereses generales dejen de estar dominados por los especialistas y se abran de una manera auténtica a los problemas reales que tienen las personas.

			Por otra parte, como consecuencia de la emergencia de una nueva manera de entender el poder como la libertad articulada de los ciudadanos (Burke), resulta que es necesario colocar en el centro del nuevo orden político, social y económico, la dignidad de la persona. Hay que volver a reflexionar sobre la persona. Pero no sobre la persona desde una perspectiva doctrinaria liberal, que lleva a las visiones del nuevo individualismo insolidario, sino desde la perspectiva, insisto, del pensamiento complementario y compatible, que hace de la libertad solidaria un concepto central, porque no son dos aspectos distintos de la realidad de las personas, la libertad y la solidaridad, sino que son las dos caras de la misma moneda, y son dos características que deben tender a unirse y a ofrecer, pues, perspectivas de complementariedad.

			Por eso, no es baladí que la Comisión Europea haya elaborado una guía de principios éticos para la inteligencia artificial con el fin de estas nuevas tecnologías se gestionen siempre y en todo caso al servicio del ser humano. Regulación ética han de ir de la mano pues, de lo contrario, como ya pasa, estos fenomenales y fantásticos medios como son las nuevas tecnologías podrían ser los grandes azotes de una humanidad presa de esa tecnoestructura insensible a la dignidad humana como no sea para aprovecharse de ella para incrementar como sea la cuenta de resultados. Esperemos que este renacer ético no sea un simple barniz, sino que implique un compromiso radical y coherente.

			La permanente y nunca acabada reforma de las Administraciones Públicas pasa, en los tiempos actuales, por el uso inteligente de las nuevas tecnologías al servicio de los ciudadanos. Las nuevas tecnologías son un instrumento al servicio del pueblo. No son un fin en sí mismas. Su sentido y función, también en el mundo de los poderes públicos, están directamente vinculados a la mejora de las condiciones de vida de los ciudadanos.

			En este contexto, la Unión Europea se ha comprometido en un ambicioso plan de trabajo con las autoridades públicas de los países miembros con el fin de ampliar y mejorar los servicios que las Administraciones Públicas ofrecen a los ciudadanos a través de internet. Tarea que debe estar presidida por la simplicidad y la sencillez, características que no siempre, como comprobamos a diario, distinguen, por ejemplo, a las páginas web de numerosos entes públicos.

			El plan de acción tiende a fortalecer las medidas de las Administraciones Públicas encaminadas a que los ciudadanos y las Administraciones Públicas utilicen sus aplicaciones en línea. En especial, se trata de mejorar las aplicaciones dirigidas a registrar un negocio, solicitar y acceder a la seguridad social o a beneficios sanitarios, solicitar el ingreso en una universidad o proporcionar bienes o servicios a los Entes públicos.

			Si estas relaciones entre la ciudadanía y las Administraciones se realizaran a través de la red es verdad que las colas y la ordinaria pesadez y rutina con la que generalmente funcionan los poderes públicos podrían situarse en otra dimensión. Incluso se mejoraría la competitividad y se podrían ofrecer mejores servicios a mejores precios, algo que en un momento de crisis económica como la actual sería bien relevante.

			Sin embargo, la implementación de estos proyectos debe partir de una más fácil y accesible comunicación entre Administración y ciudadanos. A veces, no pocas, los sistemas de información que se diseñan piensan más en la propia estructura administrativa, o en el beneficio empresarial, que en las necesidades de los ciudadanos. Y así nos va. Cuantas veces en lugar de mejorar esa comunicación, se dificulta y hasta se hace más oscura e incomprensible.

			Por eso, para que estos ambiciosos y costosos programas surtan los efectos deseados han de contar desde su diseño y realización con la participación ciudadana, con la presencia de usuarios de servicios públicos y de interés general. Algo que por estos lares no es frecuente por seguir predominado una perspectiva piramidal y tecno estructural del manejo y realización de las reformas administrativas. Sin embargo, lo razonable y lógico sería que en estos procesos la presencia ciudadana se garantizara desde el primer momento.

			Precisamente la UE señala que el impulso de las tecnologías ha de fomentar más transparencia implicando más a los ciudadanos. El pueblo es el dueño de las instituciones públicas y de los procedimientos y por ende debe estar presente en el diseño y evaluación del uso de las nuevas tecnologías en la Administración. De lo contrario, seguiremos instalados en ese despotismo administrativo tan frecuente para el que lo relevante es mantener el poder a través de las estructuras y diseños burocráticos con un olvido sistemático de lo fundamental: la calidad de vida de la gente. Si las nuevas tecnologías lo facilitan, bienvenidas sean, si lo perjudican, que se apliquen siempre de acuerdo con este mandamiento. Las TICS o sirven para la mejora de las condiciones de vida de los ciudadanos, o, sencillamente, no sirven.

			El libro de Javier Miranzo sobre la Inteligencia Artificial y el Derecho Administrativo plantea muchos interrogantes y suscita muchas cuestiones que habrá que estudiar desde los postulados del Estado de Derecho en relación con los desarrollos tecnológicos que vamos conociendo. Se trata de una obra clave para comprender las nuevas tecnologías en nuestro tiempo y por eso, además de lectura obligada para quienes se dedican al estudio del Derecho Administrativo, estamos en presencia de una monografía que, por su calidad y rigor, merece estar en la biblioteca de todo administrativista que se precie de tal.

			JAIME RODRÍGUEZ-ARANA

			Catedrático-Director del Grupo de Investigación de Derecho Público Global

			Presidente del Foro Iberoamericano de Derecho Administrativo

			A Coruña, 21 de abril de 2023

		

	
		
			
			INTRODUCCIÓN

			A lo largo del presente estudio se trata de realizar un estudio exhaustivo de la situación jurídico-administrativa actual de la IA en el sector público, con una atención especial a las particularidades que se plantean en aquellas situaciones en las que una entidad pública decide acudir al mercado para buscar las soluciones digitales. En las diferentes fases del estudio, además de un esfuerzo recopilatorio y descriptivo siempre complejo en un entorno tan amplio y novedoso, el trabajo pretende realizar aportaciones desde la función interpretativa, crítica y propositiva que entendemos debe caracterizar a los trabajos científicos. Por ello, el presente trabajo analiza la normativa presente (y futura) de IA centrándonos en cuatro objetivos principales: 1) identificar los retos principales de la implantación de la IA en la Administración Pública; 2) evaluar el grado de aplicabilidad de las diferentes construcciones legales existentes al uso de IA, tratando de otorgar coherencia a la intersección de normas sectoriales y elaborar, en su caso, interpretaciones que pudieran salvar posibles contradicciones; 3) analizar desde un punto de vista crítico las propuestas legales actualmente en marcha, su idoneidad y su incidencia en las tendencias regulatorias a nivel global; 4) realizar aportaciones propositivas para dar solución a posibles contradicciones o lagunas no abordadas en las normativas aprobadas o en curso. Todo lo anterior se plantea a lo largo de las siguientes páginas con la cautela de quien aborda un ámbito de estudio aún incierto, y sobre el que numerosas voces autorizadas se viene pronunciando en los últimos tiempos; pero con la confianza de que las reflexiones aportadas en los diferentes capítulos pueden contribuir a la construcciones de un sistema legal que facilite la implantación de sistemas de IA en el sector público con la debida seguridad jurídica, tanto para empleados públicos y gestores, como para el ciudadano.

			Por otro lado, es de justicia reconocer a aquellos proyectos y fuentes de financiación que hicieron posible disponer del tiempo y capital necesario para acometer una tarea de estas características. En este sentido, el presente trabajo se desarrolló inicialmente al amparo de la ayuda a la investigación concedida por las Cortes de Castilla-La Mancha, expediente 09/IDOI-00014, entre el año 2019 y el año 2021, institución a la cual agradezco el apoyo en los inicios de la actividad postdoctoral. Posteriormente, la finalización del trabajo se ha realizado en el marco de los proyectos: 1) Proyecto Nacional PID2020-115774RB-I00 «Personalizacion de los Servicios Publicos, Sesgos e Inteligencia Artificial: Hacia la Consolidacion de los Derechos Digitales en las Administraciones Publicas» y 2) Proyecto Nacional PID2020-117707RB-I00 «Desafíos estratégicos de la contratación pública en la era de la 4.ª revolución industrial: sostenibilidad, gobernanza e inteligencia artificial», que facilitaron la fase final de redacción y montaje del libro.

			Y, finalmente, como no puede ser de otra forma, es ineludible manifestar la labor del Instituto Clavero Arévalo, por la organización y concesión de este prestigioso premio, prueba de su compromiso firme con la investigación en el Derecho Administrativo, y gracias al cual este trabajo ha podido ver la luz; así como al tribunal evaluador de la edición de este año 2023, por el tiempo y esfuerzo dedicado en la lectura de los trabajos y por haber considerado mi obra como merecedora de tan acreditado galardón. Si el presente trabajo es capaz de aportar algunas reflexiones de valor al debate jurídico-doctrinal es, sin duda, gracias al apoyo de todas las instituciones mencionadas.

		

	
		
			CAPÍTULO I

			APROXIMACIÓN A LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL

			1. LA IA COMO ESTRATEGIA

			Si bien en ocasiones se le atribuye a Alan Turing, el padre de la computación moderna, la creación del germen de la IA con su artículo publicado en 1950 en la revista Mind1, y posteriormente investigadores como McCulloch y Pitts realizaron importantes avances en la materia, el término «inteligencia artificial» se utilizó por primera vez en una propuesta de investigación de 1955, creada por investigadores de Dartmouth, Harvard, IBM Corporation y Bell Laboratories2. La propuesta fue la base de un taller celebrado en Dartmouth en 1956 que se reconoce como el «nacimiento del campo» de la inteligencia artificial. Durante las décadas de los sesenta y setenta, se produjeron grandes avances en el camino hacia la Inteligencia Artificial, especialmente en áreas como la visión por computador, la representación del conocimiento o el procesamiento de lenguaje natural, los laboratorios de MIT, Carnegie Mellon, Stanford, SRI, y de Edimburgo crecieron y se crearon nuevos laboratorios, tanto en universidades como en empresas3. La popularidad científica de la IA siguió aumentando, y se financiaron importantes proyectos en diferentes países con aplicaciones en el diagnóstico de enfermedades y otras disciplinas.

			Para la década de 1980 se habían realizado avances significativos en el sector, pero sin embargo, no tenían una aplicabilidad real clara, los avances quedaron lejos de la conocida como strong AI (AI fuerte) y la financiación de este tipo de iniciativas, consecuentemente, disminuyó4. La década de 1990 trajo abundantes fuentes de datos disponibles a través de internet, y paralelamente, se produjo un abaratamiento de los costes de hardware5. Estos cambios alimentaron un resurgimiento en la investigación de la IA y derivaron en aumentos exponenciales de las capacidades de la IA hasta estos últimos años. Tras un proceso de desarrollo que la doctrina científica ha identificado en tres etapas («Hardcrafted Knowledge», «machine Learning» y el estado actual basado en Artificial de «Neural Networks» y «Distributed Paralell Processing», denominado «Deep learning») la inteligencia artificial (IA) está cambiando la forma en que opera nuestra sociedad, en la forma de tomar decisiones judiciales, de realizar diagnósticos médicos o conducir automóviles, etc.

			La popularidad actual de la IA, y el creciente interés que ha suscitado por la sociedad, las Administraciones y el mundo jurídico no debe, pues, confundirse o equipararse con un necesario avance igualmente exponencial a nivel científico. De hecho, como apuntan algunos autores, las aparentes innovaciones actuales son más bien la aplicación del avance científico de la última década, y, por tanto, el camino seguido por la esfera científica puede afirmarse mucho más constante y progresivo6.

			1.1. LA IA EN LA ESTRATEGIA DE LA UE

			En fechas recientes se han publicado, tanto a nivel europeo como nacional, diferentes documentos que tratan de elaborar una estrategia de implantación y regulación de la IA en la Administración Pública, con el objetivo de crear un entorno que estimule la inversión en I+D+i en esta materia7. El origen de esta tendencia, quizá, debe situarse en la Declaración de Tallin de 6 de octubre de 2017 sobre Administración electrónica, la cual sentó las bases para la transformación digital en la UE y en la EFTA. Esta Declaración supuso un antes y un después para la implicación de los diferentes Estados firmantes en el desarrollo de la IA, y fue, en cierto modo, el pistoletazo de salida europeo hacia lo que se convertiría en una frenética actividad de investigación, planificación y estratégica por parte de las instituciones europeas en torno a la IA. No debemos olvidar, así, que la implantación de la IA en la Administración Pública está estrechamente ligada con el concepto de Administración electrónica, de forma que la aproximación al fenómeno debe necesariamente partir de lo avanzado jurídica e institucionalmente en esta materia, huyendo de concepciones rupturistas, para ofrecer una visión global y coherente del proceso de digitalización de la Administración Pública8.

			Así, la Comunicación de la Comisión Europea Inteligencia Artificial para Europa (2018), hacía ya hincapié en la necesidad de adaptar el sector público a esta nueva tecnología en la gestión diaria, al tiempo que impone a las autoridades públicas la obligación de velar por que los marcos normativos para el desarrollo y el uso de las tecnologías de la IA estén en consonancia con los valores y los derechos fundamentales, incluido el respeto del medio ambiente9. En las mismas fechas se ponía de manifiesto el compromiso de los Estados miembros con la firma de la Declaración de la UE sobre Cooperación en IA (2018)10 en la que los firmantes se comprometían a trabajar para crear una estrategia y una aproximación común en la materia que fomentara un desarrollo de estas tecnologías en beneficio de la sociedad, los actores económicos y los gobiernos.

			Posteriormente, fruto de estas iniciativas y del Grupo de Expertos para la IA creado en junio de 201811, se aprobó el Plan coordinado sobre la inteligencia artificial (2018)12, que buscaba generar un marco estratégico para las estrategias nacionales de IA que generara sinergias de desarrollo, y en el que se instaba a los Estados miembros desarrollar y aprobar una estrategia nacional de IA para mediados de 2019 basándose en el trabajo realizado a nivel europeo, en la que se esperaba que se definieran los niveles de inversión y las medidas de implementación. En estos documentos, además, ya se pone de manifiesto la necesidad de que las inversiones públicas y privadas en inteligencia artificial se incrementen, estableciendo un objetivo inicial de 20.000 millones de euros anuales durante la década 2020-2030.

			En estos primeros pasos en el marco de la UE hacia una estrategia común de IA, pronto surge un elemento que va a ser central en la concepción de esta tecnología por parte del ordenamiento europeo: la interpretación de la IA por parte de la UE como una herramienta que debe ser interpretada de forma «humanocéntrica». Esto implica que su desarrollo se produzca bajo los estándares necesarios de calidad, transparencia e igualdad, y estos criterios se consolidaron con la aprobación de una serie de documentos, entre los que destacan las EU guidelines on ethics in artificial intelligence: Context and implementation13 (2019) y la Comunicación de la Comisión Generar confianza en la inteligencia artificial centrada en el ser humano (2019)14. A ello habría que sumar el informe del mencionado Grupo de Expertos: Directrices éticas para una IA fiable (2019). En todos estos documentos se incide sobre la necesidad de crear unas directrices legales y éticas para la IA que aseguren que, en cada una de las fases de desarrollo de la IA, garantiza la diversidad en cuanto al género, el origen racial o étnico, la religión o las creencias, la discapacidad y la edad, entre otros.

			Con este objetivo de generar un ambiente de participación ciudadana y de transparencia en torno al desarrollo europeo de IA, se creó también la European AI Alliance15, un foro en el que cualquiera puede participar con un sencillo registro, dedicado a la discusión amplia y abierta de todos los aspectos del desarrollo de la Inteligencia Artificial y su impacto en la sociedad, y que cuenta actualmente con más de 4.000 participantes entre representantes de la sociedad civil, asociaciones de consumidores, el mundo empresarial, etc. La alianza celebra una reunión anual en la que se debaten y se abordan cuestiones de actualizada y problemáticas concretas de la política europea de IA. En sus dos primeras ediciones, se abordaron los últimos logros y perspectivas futuras sobre la política de la Comisión Europea en materia de Inteligencia Artificial (2019) y se presentaron las principales conclusiones de la consulta pública sobre el Libro Blanco de la Comisión sobre inteligencia artificial (2020)16 y sus perspectivas futuras en la construcción de un enfoque europeo para la excelencia y la confianza.

			En el año 2018 se creó también AI Watch, una iniciativa de la Comisión Europea junto con el Centro Común de Investigación (Joint Research Centre) y la Dirección General de Redes, Contenidos y Tecnología de las Comunicaciones (DG CONNECT), que supervisa la capacidad industrial, tecnológica y de investigación, así como las iniciativas políticas en los Estados miembros, la adopción y el desarrollo técnico de la Inteligencia Artificial y su impacto en la economía, la sociedad y los servicios públicos17. Esta iniciativa ha dado lugar, entre otros, al interesante informe sobre el uso de la IA en la prestación de servicios públicos (Artificial Intelligence in public services: Overview of the use and impact of AI in public services in the EU, 2020)18, en el que se exploran algunos de los usos de esta tecnología en diferentes administraciones europeas pioneras en su implantación.

			Las líneas de actuación y las propuestas mencionadas en estos primeros documentos fueron adquiriendo especial fuerza con publicaciones aprobadas de forma paralela o posterior, como el Policy and investment recommendations for trustworthy AI (2019)19 o las Directrices éticas para una IA fiable (2019)20, elaborados por el citado Grupo de Expertos. De estos documentos cabe destacar la relevancia que se otorga al sector público como «catalizador», así como la referencia expresa a la necesidad de construir un marco jurídico y de gobernanza apropiado para el desarrollo de esta tecnología, ya que se entiende que la implementación de sistemas de IA puede «ayudar a los gobiernos a tomar mejores decisiones de formulación de políticas basadas en la evidencia, ofrecer mejores servicios a individuos, grupos y organizaciones al reducir los costos internos, aumentar la eficacia de los programas y mejorar la calidad». Las Directrices éticas para una IA fiable, además, identificaron los principios y requisitos clave para una IA de confianza y crearon una lista de evaluación que proporcionó un marco operativo para apoyar la aplicación de directrices éticas por parte de los desarrolladores y usuarios de IA. Las prioridades identificadas fueron, esencialmente: acción y supervisión humanas (evaluación del impacto sobre los derechos fundamentales y mantenimiento de la autonomía de los destinatarios en relación con los sistemas de IA, así como garantía de control sobre su funcionamiento y resultados); solidez técnica y seguridad (enfoque preventivo de los riesgos y protección frente a vulnerabilidades); gestión de la privacidad y de los datos (garantía de calidad de los datos y protección de la intimidad); transparencia (trazabilidad, explicabilidad y comunicación); diversidad, no discriminación y equidad (prohibición de sesgos y accesibilidad y diseño universal, con participación de los interesados en el diseño y durante el despliegue); bienestar social y ambiental (sostenibilidad y enfoque dirigido a la mejora de la sociedad); y rendición de cuentas (auditabilidad de los sistemas, conocimiento de sus riesgos y compensación ante eventuales danos). Estos elementos, con los matices y adaptaciones que veremos, son, por lo demás, los elementos claves que plantea el uso de la IA en el Derecho Administrativo, y sobre los que volveremos con más detalle a lo largo del trabajo.

			Casi de forma paralela, se aprobaron otros instrumentos similares como Liability for artificial intelligence and other emerging digital technologies, final report (2019)21, o posteriormente el The assessment list for trustworthy Artificial Intelligence (ALTAI) for self assessment (2020)22, así como diferentes informes sectoriales, focalizados en determinadas áreas de impacto, como el mercado laboral23, los vehículos24, la aviación25, o la movilidad y el transporte26. De especial relevancia es el documento, también aprobado en ese momento, Berlin Declaration on Digital Society and Value-Based Digital Government (2020), que trata de dar continuidad al éxito de la Declaración de Tallin sobre Administración Electrónica, que respaldó los principios clave para los servicios públicos digitales presentados en el Plan de Acción de Administración Electrónica 2016-2020. La Declaración de Berlín pretende llevar los principios centrados en el usuario formulados en la Declaración de Tallin un paso más allá al fortalecer el papel pionero de las Administraciones Públicas en el impulso de una transformación digital basada en valores de nuestras sociedades europeas.

			Sin embargo, quizá el elemento central del incesante desarrollo y la producción documental que se ha experimentado en la UE en los últimos años fue la aprobación del Libro Blanco de la Comisión sobre inteligencia artificial (2020), que pretende aglutinar las principales cuestiones de la política de la UE en la materia. En él la UE apuesta decididamente por un enfoque basado en la regulación y en la inversión, que tiene el doble objetivo de promover la adopción de la inteligencia artificial y de abordar los riesgos vinculados a determinados usos de esta nueva tecnología27. Se entiende que para conseguir lo primero, es decir, el desarrollo de la tecnología, se requiere un clima de confianza por parte de todos los actores intervinientes, y eso conlleva un marco regulatorio de calidad28. Por ello, y dado el enorme impacto que puede tener la inteligencia artificial en nuestra sociedad, la Comisión entiende fundamental que la inteligencia artificial se asiente en valores y derechos fundamentales de la UE, como la dignidad humana y la protección de la privacidad. A tal fin, propone que se trabaje sobre aspectos similares a los contenidos en los documentos elaborados por el Grupo de Expertos, como la supervisión humana; la solidez técnica; la gestión de la privacidad y de los datos; transparencia; diversidad, no discriminación y equidad; bienestar social y medioambiental; o rendición de cuentas29.

			Además, el Libro Blanco contiene otros aspectos interesantes, como el llamamiento expreso a las Administraciones Públicas, a quienes insta «adoptar rápidamente productos y servicios que se basen en la inteligencia artificial en sus actividades»30, la referencia específica a la diferenciación entre casos de riesgo en el uso de IA como escenarios diferenciados y que requieren una regulación más específica —que luego ha venido desarrollándose en el plano normativo—, y la referencia expresa al papel de la IA como motor clave para alcanzar los objetivos del Pacto Verde31.

			En el mismo año 2020 la Comisión publicó la Estrategia Europea de Datos32, un documento que, como se expondrá más adelante, tiene una indudable incidencia en la implantación y desarrollo eficiente de la IA en el sector público, que probablemente dará lugar a nueva normativa de armonización en la materia33. Son de destacar, a su vez, el Informe sobre las repercusiones en materia de seguridad y responsabilidad civil de la inteligencia artificial, el internet de las cosas y la robótica (2020), que pretendía contribuir al esbozo de la visión estratégica y la propuesta del posible marco regulador de la UE sobre IA34; así como La Estrategia de Ciberseguridad de la UE para la Década Digital (2020), que tiene por objetivo garantizar la seguridad del proceso de implantación de estas tecnologías durante la próxima década35.

			De forma similar, desde 2020, Eurostat comenzó a recopilar datos sobre la adopción de la IA en la UE. El primer conjunto de datos se recopiló a través de cuatro indicadores proxy relacionados con la IA con enfoque en chatbots, análisis de big data con aprendizaje automático, análisis de big data con procesamiento de lenguaje natural y robots de servicio. Además, a partir de 2021, se lanzó un módulo completo sobre IA que cubre la adopción de siete tipos de tecnología IA y las posibles barreras para su uso, lo cual, unido a la actividad de AI Watch y la AI Alliance, pretende potenciar la recogida de datos sobre el estado de implantación de estas tecnologías.

			Este desarrollo incesante de la IA ha hecho que algunos de los planes, comunicaciones y documentos aprobados al final de la segunda década del siglo hayan sufrido ya renovaciones y actualizaciones. Es el caso del Plan coordinado sobre la inteligencia artificial, inicialmente aprobado en 2018, cuya revisión fue aprobada por la Comisión en abril de 202136. En esta nueva versión, que ya tiene en cuenta las conclusiones de las consultas públicas del Libro Blanco37, la Comisión pone énfasis en algunos de los pilares ya anunciados en documentos anteriores con cuatro líneas maestras: 1) la generación de espacios y entornos adecuados para el desarrollo de IA; 2) impulsar la inversión y la actividad privada en el sector; 3) asegurar la ética de una IA creada en torno al ser humano; y 4) crear un liderazgo estratégico europeo en sectores clave.

			Dentro del plan coordinado, debemos destacar que en esta nueva actualización se incluye un apartado dirigido explícitamente a la «punta de lanza» de la implantación de la IA en el sector público, en el que se pide a las Administraciones dirigir la implantación de tecnologías de IA seguras, fiables y sostenibles, para lo cual, afirma, los Fondos de Recuperación y Resiliencia son una oportunidad única38.

			El objetivo primordial de este plan europeo es consolidar y promover las estrategias nacionales, basadas en el fomento de la inversión privada, para lo cual, recuerda la Comisión, existen diferentes fondos europeos, como el Europa Digital, los programas Horizonte Europa y el Mecanismo para la Recuperación y la Resiliencia. En concreto, estos fondos tienen como objetivo dirigir al menos el 20 por 100 de su gasto a inversiones y reformas que apoyen la transición digital. Para ello, entre otras cuestiones, propone la creación de la etiqueta European Digital Innovation Hubs (EDIHs) que se otorgará a los centros de innovación europeos —con una prospección de más de 210 en 2022 y garantizando una sede al menos en cada país de la UE— y que a su vez tendrán como objetivo mejorar la capacidad de los EDIH seleccionados para prestar servicios a —AI4EU mencionada con anterioridad—39. El plan también da muestra de la importancia que la Comisión atribuye al desarrollo e implantación de la IA cuando insta a adoptar programas de apoyo a las PYMES y Start-ups en esta materia. De forma complementaria a estos fondos, además, se ha puesto en marcha, con la aprobación del Reglamento (UE) 2021/24040, un proyecto de apoyo técnico a los Estados miembros para diseñar, desarrollar y acometer reformas en todas las áreas económicas y sociales clave, entre las que se encuentra el desarrollo de las estrategas de digitalización e IA.

			Es de destacar también, entre las actuaciones de la UE hacia la implantación de una estrategia de IA, la aprobación del Reglamento (UE) 2021/694 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2021, por el que se establece el Programa Europa Digital y por el que se deroga la Decisión (UE) 2015/2240. Este programa (PED), cuenta con 2.500 millones de euros de un presupuesto total de 7.600 millones de euros se destinan a la IA. La estrategia digital tiene como objetivo impulsar las inversiones en investigación, innovación y adopción de IA con un objetivo de 20.000 millones de euros anuales en inversiones relacionadas con la IA de los sectores público y privado después de 2020. El PED es el primer instrumento financiero de la UE con el objetivo de llevar la IA a las empresas y las Administraciones Públicas. La financiación del PED también está disponible para el espacio de datos europeo, el acceso seguro y el almacenamiento de grandes conjuntos de datos y una infraestructura en la nube fiable y energéticamente eficiente.

			En este texto se pone especial énfasis en la modernización de las Administraciones y servicios públicos a través de medios digitales para reducir la carga administrativa sobre las empresas, incluidas las pymes, y sobre los ciudadanos en general, haciendo que sus interacciones con las autoridades públicas sean más rápidas, más cómodas y menos costosas, y aumentando la eficiencia, la transparencia y la calidad de los servicios prestados a ciudadanos y empresas41. Además, dentro de sus objetivos principales (art. 3.2) se establece uno específico para la IA, se prevé la creación de centros europeos de innovación digital, y se reserva la posibilidad de que la Comisión lleve a cabo evaluaciones, entre otros, de los requisitos éticos de los proyectos.

			Finalmente, conviene mencionar que, en el marco de la Estrategia Digital 2030, la UE ha aprobado diferentes documentos y estrategias de interés42, entre los que destaca la aprobación en enero de 2022 de la Declaración Europea sobre los Derechos y Principios Digitales para la Década Digital COM(2022) 28 final, que tiene como objetivo brindar a todos un punto de referencia claro sobre el tipo de transformación digital que Europa promueve y defiende; proporcionar una guía para los responsables políticos y las empresas cuando se trate de nuevas tecnologías; y definir el enfoque de la transformación digital que la UE promoverá en todo el mundo. O más recientemente, la aprobación en febrero de 2023 de la Declaración Europea sobre los Derechos y Principios Digitales para la Década Digital, que presenta el compromiso de la UE para una transformación digital, segura y sostenible que sitúe a las personas en el centro, en consonancia con los valores fundamentales y los derechos fundamentales de la UE, y que contiene un apartado dedicado a las interacciones con los algoritmos y la inteligencia artificial que llama a garantizar la transparencia, la no discriminación, la accesibilidad y la seguridad en el uso de estos sistemas.

			En todo caso, lo anterior no es sino una muestra —no exhaustiva— de la frenética actividad política y administrativa de la UE en los últimos años. Existen otros múltiples documentos sectoriales o complementarios, que han ido perfilando las necesidades, el estado de la cuestión o las vías de desarrollo en diferentes ámbitos de actuación para la IA.

			1.2. LA IA EN EL DERECHO GLOBAL E INTERNACIONAL

			Europa ha apostado, pues, de manera decidida por el desarrollo de la IA como uno de los pilares del progreso económico de la región. Una tendencia que, sin embargo, no se limita al territorio europeo, sino que, al contrario, viene desarrollándose con fuerza en países como China o EEUU, y ha marcado también las actuaciones de algunos de los organismos internacionales más representativos.

			1.2.1. Las Naciones Unidas

			Así, por ejemplo, debemos destacar cómo en 2017 la ONU inició su serie de cumbres mundiales «AI for Good» organizadas por la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) en cooperación con otras organizaciones de las Naciones Unidas concebidas como la principal plataforma de diálogo sobre IA. A lo largo de los años, estas cumbres fueron mutando gradualmente, pasando de una conferencia internacional en el sentido más tradicional a una plataforma con diferentes formatos para la comunicación, intercambio y aprendizaje, lo que hizo que en 2019 se lanzara el «AI Commons» para ayudar a conectar a los adoptantes de IA con especialistas en IA y propietarios de datos, para promover el intercambio de marcos de colaboración, así como plantillas, hojas de ruta y ejemplos de soluciones de IA para el bien común, y para promover un enfoque común con respecto a los recursos de IA, incluidos los datos43. Posteriormente, en abril de 2021, publicó la Resource Guide on AI Strategies para establecer los recursos existentes sobre ética, políticas y estrategias de IA a nivel nacional, regional e internacional.

			1.2.2. La OCDE

			La OCDE ha sido, quizá, uno de los actores internacionales más activos en la materia. Entre los principales instrumentos aprobados al respecto encontramos los principios de la OCDE sobre IA adoptados por los países miembros de la OCDE en la Recomendación del Consejo de la OCDE sobre Inteligencia Artificial (OECD/LEGAL/0449) en mayo de 2019; el Diálogo sobre IA de la Presidencia saudí del G20 en el marco del Grupo de Trabajo sobre Economía Digital (DETF), para ayudar a avanzar en los principios de IA del G20 (2019); o el proyecto de Recomendación de la Unesco sobre la ética de la inteligencia artificial y la Cumbre Mundial de IA para el Bien de la UIT, la principal plataforma de las Naciones Unidas sobre IA orientada a la acción, global e inclusiva.

			El primero de ellos, al que se han adherido cuarenta y seis países (incluido España), supuso uno de los principales documentos probados a nivel internacional en materia de IA. En él se refuerza el compromiso del desarrollo de la IA hacia un proceso sostenible, basado en el ser humano, en la seguridad y en la explicabilidad de los sistemas; y se insta a una cooperación público-privada, pero también hacia una cooperación internacional entre Estados para construir un sistema coherente en torno a estas nuevas tecnologías. Se incide, a su vez, sobre la necesidad de implicar a la sociedad civil y la ciudadanía en el proceso de desarrollo y regulación de estas nuevas realidades, así como de asegurar sistemas de monitoreo fiables.

			La OCDE, además, ha creado una serie de grupos de expertos destinados a: 1) la clasificación de los sistemas de IA (ONE CAI); 2) a identificar orientación práctica y enfoques de procedimiento estándar para una IA fiable que sirvan a los actores de la IA y a los responsables de la toma de decisiones en la implementación de políticas efectivas, eficientes y justas relacionadas con la IA (ONE TAI); 3) a desarrollar orientaciones prácticas para los responsables políticos sobre datos, regulación, inversiones y otras cuestiones estratégicas relacionadas con la IA (ONE PAI); 4) o dirigidos al estudio de los elementos de computación de la IA (ONE AI compute)44.

			A modo de continuación de estas iniciativas en materia de IA, en junio de 2021 se publicó el documento State of implementation of the OECD AI principles: insights from national ai policies, que analiza las diferentes estrategias de IA a nivel nacional, examinando aspectos fundamentales como los mecanismos y grado de participación ciudadana, el diseño de la arquitectura institucional, y otros elementos centrales de gran utilidad para garantizar una coordinación y una comparación entre las experiencias; y en el que se dedica, además, un apartado específico a las medidas y referencias de los países de la OCDE a la implantación en el sector público45.

			De forma paralela, la OCDE también ha puesto el foco sobre algunos aspectos clave para el desarrollo de la IA, como es la disponibilidad de los datos. En esta línea se aprobó en 2019 el informe Enhancing Access to and Sharing of Data: Reconciling Risks and Benefits for Data Re-use across Societies, que trata de identificar las mejores prácticas para equilibrar diferentes intereses a fin de aprovechar los beneficios del acceso y el uso compartido de datos, al tiempo que se gestiona y reduce el riesgo a un nivel socialmente aceptable46. En todos estos documentos se pone especial énfasis en la creación de un entorno de cooperación para la investigación y la regulación global de estos instrumentos47.

			Adicionalmente, la OCDE ha puesto el foco en diferentes documentos sobre la importancia de garantizar el liderazgo del sector público en la implantación de IA, tanto como promotor de innovación como implantándola en su propia actividad. Así, en su informe Hello, World: Artificial intelligence and its use in the public sector (2019), publicado por el Observatorio para la Innovación del Sector Público de la OCDE, se pretende ayudar a los empleados públicos a entender la IA y navegar por consideraciones específicas del sector público, contribuyendo a que los gestores gubernamentales comprendan la IA y puedan navegar por consideraciones específicas para el sector público48.

			1.2.3. El Consejo de Europa

			A todas estas iniciativas y estrategias debe sumarse la del Consejo de Europa, que creó en 2019 un Comité ad hoc de Inteligencia Artificial (CAHAI), el cual adoptó un estudio de viabilidad sobre un marco jurídico para la IA en diciembre de 2020 que examinaba la viabilidad y los elementos potenciales de dicho marco para el desarrollo y el despliegue de la IA, basado en las normas del Consejo de Europa sobre derechos humanos, democracia y Estado de Derecho49. El estudio de viabilidad concluyó que las normas y los regímenes jurídicos actuales no son adecuados para salvaguardar estos valores básicos en lo que respecta a la IA, ni adecuados, en sí mismos, para crear un entorno de innovación de IA que pueda considerarse lo suficientemente fiable para dirigir la IA y las tecnologías intensivas en datos en la dirección correcta. Se necesita, por tanto, un nuevo marco jurídico50.

			Bajo este contexto, el Grupo de trabajo destinado al marco legal comenzó en enero de 2021 a trabajar en propuestas de disposiciones para un marco legal, con propuestas regulatorias específicas para el desarrollo, diseño y aplicación de la IA en áreas identificadas como riesgosas por los Estados miembros y otras partes interesadas51. Dentro de estas iniciativas, deben destacarse algunos informes de especial relevancia para el marco jurídico, como el Artificial Intelligence, human rights, democracy, and the rule of law: a premier (2021)52 y su versión final, Possible elements of a legal framework on artificial intelligence, based on the Council of Europe’s standards on human rights, democracy and the rule of law (2021).

			1.2.4. Otras iniciativas internacionales

			En este contexto, se han desarrollado diferentes iniciativas colaborativas a nivel nacional sobre estudios más o menos sectoriales de la IA. Es el caso del Malicious Uses and Abuses of Artificial Intelligence, que fue impulsado conjuntamente por la ONU (Trend Micro Research United Nations Interregional Crime and Justice Research Institute, UNICRI) y la UE (Europol’s European Cybercrime Centre, EC3), para intentar predecir las posibles formas en que los delincuentes podrían aprovecharse de estas tecnologías en el futuro, una tarea que, aunque aparentemente compleja, es primordial para que la industria de la ciberseguridad y las fuerzas del orden traten de mantenerse siempre un paso por delante de los delincuentes53.

			Por su parte, en junio de 2019, bajo la presidencia japonesa, el G20 adoptó principios de IA centrados en el ser humano que se basan en los Principios de IA de la OCDE, que actualmente se encuentran en proceso de implementación y adaptación a cada uno de los países miembros, y ha pronunciado diferentes declaraciones en las que apuesta por una IA basada en el ser humano, la generación de un flujo global de datos basado en un marco de confianza54.
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